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Bogotá, D.C., 26 de noviembre de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E.  S.  D.

Ref.:
Revisión constitucional de la Ley 1667 del 16 de julio de 2013, “Por medio de la cual se aprueba el ‘Convenio entre la República de Corea y la República de Colombia para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación al impuesto de la renta y su protocolo’, suscritos en Bogotá, D.C., el 27 de julio de 2010”. 

Magistrado Ponente: Dr. LUIS ERNESTO VARGAS SILVA       Expediente LAT-421.

Concepto No. 5683
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2., y 278, numeral 5., de la Constitución Política, y con el artículo 7° del Decreto 2067 de 1991, la Viceprocuradora General de la Nación con funciones de Procuradora General procede a rendir concepto en el asunto de la referencia. 
1.
Preliminares
Para cumplir con lo previsto en el artículo 241, numeral 10°, de la Constitución, la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República  remitió a la Corte Constitucional, el 19 de julio de 2013, copia auténtica de la Ley 1667 del 16 de julio de 2013, que contiene aprobado el instrumento público internacional de la referencia, ante lo cual el Magistrado Ponente, mediante auto de 1 de agosto de 2013, avocó el conocimiento del presente proceso y ordenó la práctica de pruebas encaminadas a establecer los antecedentes del instrumento internacional y de su Ley aprobatoria.

2.
Análisis formal

Por Aprobación Ejecutiva del 2 de mayo de 2012, el Presidente de la República de Colombia dispuso someter el “Convenio entre la República de Corea y la República de Colombia para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación al impuesto sobre la renta” y su “Protocolo”, suscritos en Bogotá D.C., el 27 de julio de 2010, a la consideración del Congreso de la República, para su discusión y aprobación, conforme a lo dispuesto en el artículo 150.16 de la Carta Política.
Al no haber un trámite especial para las leyes aprobatorias de los tratados internacionales y su incorporación a la legislación interna, corresponde seguir el trámite previsto en los artículos 157, 158, 160 y 165 de la Carta para las leyes ordinarias, con la precisión de que, según el artículo 154 Superior, el proceso legislativo debe empezar en el Senado.

Vistos los documentos que obran en el expediente, se puede establecer que el proyecto de ley radicado con los números 034 de 2012 en el Senado y 215 de 2012 en la Cámara tuvo el siguiente trámite:

El proyecto de ley fue radicado por el Gobierno Nacional  en el Senado de la República el 26 de julio de 2012, por medio de los Ministros de Relaciones Exteriores y Hacienda y Crédito Público. El texto original del proyecto, junto con su respectiva exposición de motivos, fue publicado en la Gaceta del Congreso No. 469 del 26 de julio de 2012. Con estas actuaciones se cumple con los requisitos constitucionales de presentación e inicio del trámite del proyecto (art. 154) y de su publicación antes de darle trámite en la comisión respectiva (art. 157.1).

La ponencia favorable para primer debate en la Comisión Segunda del Senado fue presentada por la Senadora Myriam Paredes Aguirre, conforme se desprende de la Gaceta del Congreso No. 607 de 12 de septiembre de 2012. 

El proyecto fue anunciado cuatro veces antes de ser discutido y aprobado. De los anuncios y de los respectivos aplazamientos se da cuenta en las siguientes actas: el primer anuncio se encuentra registrado en el Acta N°. 08 de 18 de septiembre de 2012, publicada en la Gaceta del Congreso 37 de 2013, el segundo, tercero y cuarto anuncio se encuentra registrado en el Acta N°. 09 de 25 de septiembre de 2012, Acta N°. 10 de 26 de septiembre de 2012 y Acta N°. 11 de 9 de octubre de 2012, respectivamente, y publicadas en la Gaceta del Congreso 394 de 2013. 
El proyecto de ley fue aprobado el 16 de octubre de 2012, según consta en el Acta No. 12 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 394 de 7 de junio de 2013.
Según certificación del 21 de agosto de 2013 suscrita por el Secretario General de la Comisión Segunda del Senado, la proposición final, la omisión de la lectura del articulado, el articulado propuesto, el título del proyecto y el querer que éste tenga segundo debate y se convierta en Ley de la República, fueron aprobados conforme al artículo 129 de la Ley 5 de 1992, modificado por el artículo 1° de la Ley 1431 de 2011. En relación con el quórum, el citado funcionario manifestó que quedó integrado por 11 de los 13 Senadores que conforman la Comisión Segunda del Senado, algunos de los cuales contestaron la lista al iniciar la sesión y otros se hicieron presentes durante su transcurso.

La ponencia positiva para segundo debate en el Senado de la República fue presentada por la Senadora Myriam Paredes Aguirre y fue publicada en la Gaceta del Congreso No. 739 del 30 de octubre de 2012.

El Proyecto fue anunciado el 13 de noviembre de 2012, según consta en el Acta de la Sesión Plenaria del Senado de la República No. 29 publicada en la Gaceta del Congreso No. 58 del 19 de febrero de 2013, en la que se lee: “[p]or instrucciones de la Presidencia y, de conformidad con el Acto Legislativo número 01 de 2003, por Secretaría se anuncian los proyectos que se discutirán y aprobarán en la próxima sesión. Anuncio de proyectos para la Sesión Plenaria del 13 de noviembre del 2012, Senado de la República. Proyectos para discutir y votar en la próxima Sesión Plenaria del Senado de la República. Con ponencia para segundo debate  […] Proyecto de ley número 34 de 2012 Senado”. 
En efecto, el proyecto fue debatido y aprobado en la sesión plenaria que se llevó a cabo el día 14 de noviembre de 2012 como consta en el Acta de Plenaria No. 30 de la misma fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 44 del 11 de febrero de 2013. 
Con relación a este punto, es preciso señalar que este Despacho no encontró dentro de las pruebas aportadas, constancia suscrita por la secretaría General del Senado de la República en la que se haga referencia al quórum deliberatorio y decisorio.

El texto definitivo del proyecto de ley aprobado en la plenaria del Senado de la República fue publicado en la Gaceta del Congreso 831 del 22 de noviembre de 2012.

La ponencia positiva para primer debate en la Cámara de Representantes fue presentada por el Representante Carlos Eduardo León Celis y aparece publicada en la Gaceta del Congreso 201 del 12 de abril de 2013.

El proyecto de ley fue anunciado para primer debate en la sesión del 17 de abril de 2013, como se observa en el Acta N°. 28 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 558 del 26 de julio de 2013 en la que la Secretaria de la Comisión Segunda de la Cámara dijo: “Anuncio de proyectos de ley en Sesión de Comisión para ser discutido y votado en la próxima sesión donde se discutan y aprueben proyectos de ley. […] Proyecto de ley números 215 de 2012 Cámara, 34 de 2012 Senado”. 
El Proyecto de ley fue debatido y aprobado por unanimidad en votación ordinaria en la sesión del 30 de abril de 2013, como se anota en los oficios CSCP 3.22.03.167/13 y CSCP 3.22.03.219/13 suscritos por la Secretaría General de la Comisión Segunda de la Cámara de Representantes y se hace constar en el Acta No. 29 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 626 del 16 de agosto de 2013; así mismo, se observa que asistieron 17 Representantes y la votación fue nominal en la que la proposición con que termina el informe de ponencia fue aprobada con 12 votos a favor y 2 en contra, el articulado del proyecto obtuvo 14 votos a favor y 2 en contra y el título del proyecto de ley así como el deseo que este sea ley de la República arrojó como resultado 14 votos a favor y 2 en contra. 
La ponencia positiva para segundo debate en la Cámara de Representantes fue presentada por el Representante Carlos Eduardo León Celis y publicada en la Gaceta del Congreso No. 335 del 29 de mayo de 2013.

El proyecto fue anunciado en sesión del 17 de junio de 2013, según consta en el Acta de Plenaria 214 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 722 del 16 de septiembre de 2013; y aprobado válidamente en la sesión del 18 de junio de 2013, en la que se hicieron presentes 159 Representantes, quienes aprobaron el informe con el que termina la ponencia por unanimidad, el articulado con 91 votos a favor y 8 en contra y el título del proyecto de ley así como el deseo que este sea ley de la República con 86 votos a favor y 7 en contra, como consta en el Acta de Plenaria número 215, publicada en la Gaceta del Congreso 751 de 20 de septiembre de 2013.

Visto el procedimiento legislativo descrito, esta Jefatura concluye que se cumplió con la exigencia constitucional del inciso primero del artículo 160
 y que se le dio cabal cumplimiento al artículo 162 Superior, en donde expresamente se señala que “ningún proyecto de ley podrá ser considerado en más de dos legislaturas”.
Igualmente, se advierte que el Proyecto de Ley no fue modificado, por lo que no hubo lugar a conciliación, y de tal manera no existe publicación de Informe de conciliación requerida por el artículo 9° del Acto legislativo 01 de 2003.

Por lo tanto, luego de estudiar el proceso de formación de la Ley 1667 de 2013, “El Convenio entre la República de Corea y la República de Colombia para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación al impuesto de la renta y su Protocolo”, suscritos en Bogotá, D.C., el 27 de julio de 2010, el Jefe del Ministerio Público no advierte la existencia de vicio alguno.

Por último, se tiene que el 16 de julio de 2013 el Presidente de la República sancionó la Ley 1667 de 2013, por medio de la cual se aprueba el Convenio objeto de estudio y su protocolo, como consecuencia de ello, el texto de la Ley 1667 de 2013 fue remitido por la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República a la Corte el día 19 de julio de 2013, cumpliendo así el término de 6 días establecido en el artículo 241.10 Superior.

3. Análisis material

Se revisa el aspecto material del Convenio y su Protocolo para verificar si se ajustan al orden constitucional que los ha de acoger.

Convenios como el que en esta ocasión se estudia, tienen como objetivo distribuir la potestad tributaria entre los Estados Contratantes y de este modo evitar que sus residentes estén sometidos a la doble tributación, por una parte, y prevenir la evasión y elusión fiscal, por la otra. Estrategias que permite a nuestro país avanzar en el campo de la inversión y el comercio internacional, convirtiéndose en una nación más competitiva dentro del contexto de la economía globalizada.

Consecuente con lo anterior, el gobierno colombiano ha suscrito una serie de Instrumentos Internacionales, entre los que se encuentran el Convenio entre Canadá y la República de Colombia, para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión discal en relación con el impuesto sobre la renta y sobre el patrimonio y, su protocolo hechos en Lima el 21 de noviembre de 2008 y su ley aprobatoria, Ley 1459 del 29 de junio de 2011; el Convenio entre la República de Colombia y la Confederación Suiza para evitar la doble imposición en materia de impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio y su ley aprobatoria, Ley 1344 del 31 de julio de 2009; y el Convenio entre la República de Colombia y los Estados Unidos Mexicanos para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación con los impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio, y su Protocolo”, hechos en Bogotá D. C, el 13 de agosto de 2009 y su ley aprobatoria, Ley 1568 del 2 de agosto de 2012.
El Instrumento Internacional in examine se incluye dentro de los Convenios de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico OCDE, que tienen como regla general aquella según la cual las utilidades de las empresas son gravadas exclusivamente por el Estado de la residencia, y no donde se genera la fuente. Dicha regla tiene una excepción que se concreta en la figura del “establecimiento permanente”, la cual, según la jurisprudencia constitucional, atribuye una competencia a favor del Estado de la fuente, siempre que “en su territorio se encuentre realmente instalado aquél y únicamente en la medida en que las utilidades de la empresa le sean imputables. De allí que, el Estado de la fuente está excepcionalmente autorizado a tributar los resultados de las actividades que ejercen empresas extranjeras en su territorio con cierta intensidad, materializada en la instalación de un establecimiento estable, de suerte tal que aquéllas que son meramente accidentales u ocasionales, que no supongan la existencia de una base fija, escapan a su competencia tributaria
”.

El Convenio consta de treinta (30) artículos, distribuidos en 5 capítulos y un Protocolo:

El primer capítulo hace alusión al ámbito de aplicación del mismo, esto es, a las personas y a los impuestos comprendidos, que son las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes (art. 1) y los impuestos comprendidos, que para el Estado colombiano son el de renta y complementarios y para la República de Corea son el impuesto de renta, el impuesto a las sociedades y el impuesto especial para el desarrollo rural (artículo 2).
El segundo capítulo comprende los artículos 3°, 4° y 5° en los que se señalan las definiciones generales del presente convenio como es el caso de impuesto, un Estado Contratante y tráfico internacional; el significado de la expresión residente de un Estado Contratante y los eventos en que se considera que una persona es residente de un solo Estado o de ambos; por último, lo que abarca el término establecimiento permanente.   

El tercer capítulo, artículos 6 a 21 ibídem, comprende disposiciones referidas a la imposición de las rentas, así: de bienes inmuebles (art.6); utilidades empresariales (art.7); transporte marítimo y aéreo (art.8); empresas asociadas (art.9); dividendos (art.10); intereses (art.11); regalías (art. 12): ganancias de capital (art.13); rentas del trabajo dependiente (art.14); participaciones de directores (art.15); artistas y deportistas (art.16); pensiones (art.17); funciones públicas (art.18); estudiantes (art.19); profesores y docentes (art.20); y otras rentas (art.21). 
El cuarto capítulo (art.22) regula los métodos para eliminar la doble imposición. 
El quinto capítulo, disposiciones especiales, contiene cláusulas de no discriminación recíproca (art.23); el procedimiento para dirimir, de mutuo acuerdo entre los Estados contratantes, controversias originadas en la aplicación del Acuerdo sub examine (art.24); pautas para el intercambio de información que pueda resultar de interés para la aplicación de este Convenio o para administrar o exigir lo estipulado en la legislación interna de cada Estado Parte en cuanto a los impuestos de toda clase y naturaleza sometidos al Acuerdo. La información intercambiada, al tenor de la disposición, será secreta (art.25); medidas antiabuso (art.26); lo relativo a la asistencia en la recaudación de créditos tributarios (art.27); y la no afectación a los privilegios fiscales que disfrutan los miembros de las misiones diplomáticas o de las oficinas consulares, de acuerdo con los principios generales de derecho internacional o en virtud de las disposiciones de acuerdos especiales (art.28).

El sexto capítulo, en sus artículos 29 y 30, establecen las pautas finales concernientes a la entrada en vigor del Convenio y su denuncia.

Por último, el Protocolo tiene por objeto complementar el alcance de algunas de las disposiciones del Convenio sub examine, entre las que se encuentran:

1. Que a un establecimiento permanente se le atribuirán las utilidades como si fuese una empresa que se maneja de manera independiente de la empresa de la cual hace parte. 
2. El evento en que el dividendo podrá someterse en Colombia a la tarifa del 15%. 

3. La ampliación del significado del termino “regalías” contenido en el artículo 12 del Convenio.
4.  La inclusión del Bank of Korea, el Export-Import Bank of Korea, el Korea Export Insurance Corporation, el Korea Investment Corporation (KIC) y la Korea Finance Corporation al apartado 1 del artículo 18. 
Una vez analizados los argumentos esgrimidos por los Estados Parte y las estipulaciones contenidas tanto en el Convenio sub examine como en su Protocolo, encuentra este Despacho que se desarrollaron dentro de un marco de reciprocidad, equidad y respeto, principios que se enmarcan dentro de los objetivos que la Constitución en sus artículos 9, 226 y 227 le asigna al Estado colombiano para el manejo de las relaciones internacionales. 

Además, se convierte en un mecanismo tributario idóneo para controlar la evasión fiscal e incentivar el flujo de inversión extranjera, salvaguardando los postulados constitucionales consagrados principalmente en los artículos 338, 345 y 363 superiores.
Es conveniente resaltar que el artículo 8 del Convenio in examine, en el que se hace referencia al transporte marítimo y aéreo, no riñe con el orden constitucional, pues como lo señaló la Corte Constitucional en la sentencia C - 577 de 2009, la actividad de transporte marítimo y aéreo ofrece complejidades en materia de tributación, razón por la cual usualmente se establece como principio la reserva del Estado de la residencia y permitir al otro Estado Parte tributar el tráfico efectuado exclusivamente dentro de sus fronteras.
De igual forma, considera este Despacho que no merece reparo constitucional el artículo 9 que regula las empresas asociadas, toda vez que su pretensión se basa en la búsqueda del respeto del principio de libre concurrencia en la aplicación de la normativa interna, en la medida en que permite a los países contratantes presentar sus resultados contables, de forma que se incluyan los beneficios o rentas de la empresa declarados en el importe necesario para reflejar los beneficios o rentas que hubieran obtenido de forma independiente, esto con el fin de ser sometidos a imposición. Así lo señaló la Corte Constitucional en la sentencia C-295 de 2012 al estudiar un texto similar contenido en el Convenio celebrado entre Colombia y Canadá.
Por su parte, la cláusula referida a las pensiones al disponer que “…las pensiones y demás remuneraciones similares pagadas a un residente de un Estado Contratante por un trabajo dependiente anterior sólo pueden someterse a imposición en ese Estado”, se ajusta a lo dispuesto en el artículo 48 constitucional. 
Igualmente, el artículo 23 ibídem abarca el principio de la no discriminación, según el cual “Los nacionales de un Estado Contratante no serán sometidos en el otro Estado Contratante a ningún impuesto u obligación relativa al mismo que no se exijan o que sean más gravosos que aquellos a los que estén o puedan estar sometidos los nacionales de ese otro Estado que se encuentren en las mismas condiciones, en particular con respecto a la residencia” Tal precepto se circunscribe dentro del principio de reciprocidad en las relaciones internacionales, establecido en el artículo 9 Superior
.

Finalmente, considera esta Vista Fiscal que las cláusulas relativas a la entrada en vigor del Acuerdo y su denuncia respectivamente, no contradicen la Carta Fundamental, pues se trata de disposiciones que se ajustan a la práctica de los Estados en materia de instrumentos internacionales
.

Así las cosas, el Ministerio Público considera que el presente Instrumento Internacional, así como su Protocolo, tanto en su aspecto material como formal cumplen con los requisitos establecidos por la Constitución y la ley para convertirse en parte integrante del ordenamiento jurídico interno.
4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, la Viceprocuradora General de la Nación con funciones de Procuradora General solicita a la Corte Constitucional declarar la EXEQUIBILIDAD del “Convenio entre la República de Corea y la República de Colombia para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación al impuesto sobre la renta” y su “Protocolo”, suscritos en Bogotá D.C., el 27 de julio de 2010, y de la Ley 1667 del 16 de julio de 2013, por medio de la cual fueron aprobados los citados instrumentos internacionales. 
De los Señores Magistrados,

MARTHA ISABEL CASTAÑEDA CURVELO
Viceprocuradora General de la Nación 

con Funciones de Procuradora General 

GMR/Yortiz
� ARTICULO 160. Entre el primero y el segundo debate deberá mediar un lapso no inferior a ocho días, y entre la aprobación del proyecto en una de las cámaras y la iniciación del debate en la otra, deberán transcurrir por lo menos quince días.


� Sentencia C-577 de 2009, cita de Ludwig, M., L’imposition des entreprises ayant des etablissements stables a l’étranger, París, 2003.


� Cfr. Sentencia C-383 de 2008


� Cfr. Sentencia C-577 de 2009. 
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